
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SOCIEDAD CONYUGAL / BIENES QUE LA INTEGRAN / LIQUIDACIÓN / LIBRE ADMINISTRACION / COMPENSACIONES / CUANDO HAY LUGAR A ELLAS / RÉGIMEN LEGAL.
Sobre la estructura de la sociedad de bienes descansa todo el sistema económico marital, especialmente en cuanto al tratamiento que reciben los bienes que cada uno de los esposos aporta, los que adquieren con posterioridad, su administración, disposición, régimen contractual, las causales de disolución y el procedimiento para su liquidación.

Mientras la sociedad subsiste, se distinguen los bienes de propiedad exclusiva de los cónyuges, en ninguno de los cuales tiene parte la sociedad conyugal y básicamente están constituidos por los bienes raíces en cabeza de cada uno, antes de formalizar la unión, los que se adquieren en vigencia de la unión a título de donación, herencia o legado y todos aquellos que se hubiesen reservado como propios en capitulaciones, y por último, los bienes de la sociedad conyugal que son aquellos que figuran a nombre de uno u otro y que administran libremente. (…)
… las compensaciones o recompensas han sido definidas como créditos que el marido, la esposa o la sociedad pueden reclamarse entre sí en la liquidación de la sociedad conyugal por haber ocurrido desplazamientos patrimoniales o pago de obligaciones a favor o en contra de la sociedad o de los cónyuges. (…)
Se ha entendido pues que el fundamento jurídico de las recompensas radica en el principio que prohíbe a una persona enriquecerse a expensas de otra, pero aquella figura está plenamente reglada en el Libro 4º, título 22 del Código Civil, de manera que ante la existencia de alguna, ha de hallarse su fundamento en esas disposiciones, que en virtud de aquella regla permite que en la diligencia de inventarios y avalúos se incluyan algunas compensaciones, como cuando se destinan activos de la sociedad para cancelar obligaciones propias de uno de los cónyuges, o cuando se utilizan bienes de propiedad exclusiva de uno de los esposos para pagar deudas de la sociedad. (…)
Surge de esas pruebas que la señora María Nora Londoño de Marín adquirió y vendió el inmueble de que se trata en vigencia de la sociedad conyugal que tenía conformada con el señor Fabio Marín Valencia; por tanto, como lo hizo en ejercicio de la libre administración que de ellos autoriza el artículo 1º de la ley 28 de 1932, el producto de la venta no se convierte en una compensación porque las normas que rigen lo relacionado con las recompensas, no lo consagran como tal.
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Expediente 66001-31-10-002-2016-00612-01
Se decide por medio de esta providencia el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la señora María Nora Londoño de Marín, frente al auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 21 de octubre de 2019, en el proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por el señor Fabio Marín Valencia contra la impugnante. 
A N T E C E D E N T E S
1. En esa providencia, declaró el juzgado fundadas, de manera parcial, las objeciones formuladas por las partes a la diligencia de inventarios y avalúos, la que aprobó para incluir como activos el inmueble con matrícula inmobiliaria Nº 290-65678 y una compensación por la suma de $35.665.000, a cargo de la demandada y a favor de la sociedad conyugal, y como pasivo un crédito a cargo de la última, adquirido con Efigas, por la suma de $845.431, a nombre de Fabio Marín Valencia. 

2. Inconforme con algunas de esas decisiones, la demandada las impugnó y así llegaron las diligencias a este Tribunal
CONSIDERACIONES

1. Corresponde a la Sala determinar si debe ser confirmado o no el auto impugnado, con fundamento en los reparos que formuló la apoderada de la parte demandada, al sustentar la apelación.
2. Está inconforme la recurrente con esa providencia porque se incluyó como recompensa, a favor de la sociedad conyugal y a cargo suyo, la suma de $35.665.000, producto de la venta de un inmueble social, que ella realizó en vigencia de la sociedad conyugal.
2.1 Las normas contenidas en el libro 4º, título XXII, capítulos I a IV del Código Civil, permiten la previa celebración de convenciones entre los cónyuges sobre los bienes que aportan a la sociedad y a las concesiones y donaciones que se quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro. Si guardan silencio, por ministerio de la ley quedan sometidos al sistema de sociedad conyugal.

Sobre la estructura de la sociedad de bienes descansa todo el sistema económico marital, especialmente en cuanto al tratamiento que reciben los bienes que cada uno de los esposos aporta, los que adquieren con posterioridad, su administración, disposición, régimen contractual, las causales de disolución y el procedimiento para su liquidación.

Mientras la sociedad subsiste, se distinguen los bienes de propiedad exclusiva de los cónyuges, en ninguno de los cuales tiene parte la sociedad conyugal y básicamente están constituidos por los bienes raíces en cabeza de cada uno, antes de formalizar la unión, los que se adquieren en vigencia de la unión a título de donación, herencia o legado y todos aquellos que se hubiesen reservado como propios en capitulaciones, y por último, los bienes de la sociedad conyugal que son aquellos que figuran a nombre de uno u otro y que administran libremente.

Producida la disolución de la sociedad, surge una comunidad formada por los bienes sociales, la que pasa a ser administrada por los comuneros, se consolidan el activo y el pasivo sociales que serán la base para realizar los inventarios y posterior liquidación.
El artículo 1º de la ley 28 de 1932 dice: “durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre administración de los bienes que le pertenezcan al momento de contraer matrimonio o que hubiere aportado a él como de los demás que por cualquier causa hubiere adquirido o adquiera; pero a la disolución del matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al código civil deba liquidarse la sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esa sociedad desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su liquidación".

Haciendo referencia a esta disposición, dijo la Corte Suprema de Justicia: 

“… como lo ha pregonado la jurisprudencia de la Corte, una y otra vez, con marcada insistencia y sin desatender el espíritu de la norma, la sociedad conyugal está en una situación de “latencia”, que sólo a su disolución deviene en una “realidad jurídica incontrovertible”.

Por lo mismo es que mientras no se haya disuelto, “ni el marido tiene derecho sobre los bienes de la sociedad manejados por la mujer, ni ésta tampoco sobre los bienes de la sociedad manejados por aquél”, generándose una “doble administración de los bienes, cuyo carácter de sociales no viene a revelarse ante terceros sino al disolverse la sociedad” (CSJ SC de 20 de octubre de 1937, reiterada 18 de abril de 1939, 25 de abril de 1991, 5 de septiembre de 2001 y 19 de mayo de 2004, Rad. 7145, entre otras). 

Así las cosas, en el régimen económico del matrimonio vigente hoy en día en Colombia, descrito en los citados términos por el ordenamiento e interpretado uniforme y repetidamente por la Corte, no cabe un control o escrutinio permanente que uno de los esposos pretenda realizar sobre los actos negociales del otro, dado que una petición de cuentas o una rendición de las mismas, resultaría ajena a la que por esencia es “libre administración”, o como se dijo en conocida sentencia de esta Corporación, “un régimen de tal naturaleza repulsa en principio el control o fiscalización que uno de los cónyuges pretenda ejercer sobre los actos y negocios celebrados por el otro; de no, heriríase de muerte el sistema, porque la independencia estaría condenada a desaparecer sin remedio” (CSJ SC de 15 sep. de 1993, Rad. 3587)…”
.
2.2 De otro lado, las compensaciones o recompensas han sido definidas como créditos que el marido, la esposa o la sociedad pueden reclamarse entre sí en la liquidación de la sociedad conyugal por haber ocurrido desplazamientos patrimoniales o pago de obligaciones a favor o en contra de la sociedad o de los cónyuges.

En relación con el tema, dice el Dr. Arturo Valencia Zea
: 

“… Pero existen casos en que la masa de gananciales se acrecienta a expensas de los bienes no gananciales, o los bienes de exclusiva propiedad se enriquecen con los bienes del haber social. La primera hipótesis se presenta cuando el bien que un cónyuge tenía al casarse o el adquirido durante la sociedad a título gratuito, fue vendido y con el precio se adquirió otro, sin haber ocurrido la subrogación legal; la segunda hipótesis se presenta cuando una deuda no social de uno de los cónyuges es pagada con dineros del haber social, como sucede cuando la deuda existente en el momento del matrimonio se cancela durante la sociedad con haberes que han debido entrar al haber social. En el primer caso, el patrimonio exclusivamente propio tendrá derecho a una indemnización en virtud del dinero invertido en acrecentar la masa de gananciales; en el segundo, será la masa común la que deberá indemnizarse en razón de la deuda pagada…”.

Se ha entendido pues que el fundamento jurídico de las recompensas radica en el principio que prohíbe a una persona enriquecerse a expensas de otra, pero aquella figura está plenamente reglada en el Libro 4º, título 22 del Código Civil, de manera que ante la existencia de alguna, ha de hallarse su fundamento en esas disposiciones, que en virtud de aquella regla permite que en la diligencia de inventarios y avalúos se incluyan algunas compensaciones, como cuando se destinan activos de la sociedad para cancelar obligaciones propias de uno de los cónyuges, o cuando se utilizan bienes de propiedad exclusiva de uno de los esposos para pagar deudas de la sociedad. Así se garantizan los objetivos que justifican su consagración en el Código Civil.

2.3 En el proceso están acreditados los siguientes hechos:  

2.3.1 Los señores Fabio Marín Valencia y María Nora Londoño de Marín contrajeron matrimonio católico el 6 de abril de 1975
; desde esa fecha surgió entre ellos una sociedad conyugal, pues no se demostró que se hubiesen sometido a un régimen patrimonial diferente.

2.3.2 Esa sociedad conyugal terminó el 8 de noviembre de 2017, con la sentencia de divorcio decretada por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, en la que además se declaró disuelta y en estado de liquidación tal como lo acredita la copia de esa providencia
, la que además se inscribió al margen del registro civil de nacimiento que se describió en el numeral anterior.
2.3.3 Por escritura pública No. 0951 del 18 de abril de 2006, otorgada en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira, la señora María Nora Londoño de Marín adquirió el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-85946 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la misma ciudad
.

2.3.4 Por escritura pública No. 1248 del 13 de abril de 2016, corrida en la Notaría Primera del círculo de Pereira, la referida dama transfirió ese bien al señor Wilmar Mejía Ramírez, a título de venta, por la suma de $35.665.000
.  

2.3.5 Esos actos de enajenación fueron inscritos en el certificado de tradición correspondiente a ese inmueble
.

2.4 Surge de esas pruebas que la señora María Nora Londoño de Marín adquirió y vendió el inmueble de que se trata en vigencia de la sociedad conyugal que tenía conformada con el señor Fabio Marín Valencia; por tanto, como lo hizo en ejercicio de la libre administración que de ellos autoriza el artículo 1º de la ley 28 de 1932, el producto de la venta no se convierte en una compensación porque las normas que rigen lo relacionado con las recompensas, no lo consagran como tal. 

Otra situación sería la de haber denunciado la suma de dinero de que se trata como un activo de la sociedad, en caso de la que aún se conservara en poder de alguno de los esposos, pero así no fue relacionado en los inventarios y avalúos.
2.5 Por esas razones, la Sala no comparte los argumentos del funcionario de primera instancia que incluyó como compensación la suma referida, con el argumento de que aunque el bien hacia parte de la sociedad conyugal y se encontraba en cabeza de la demandada, no existe prueba de que el producto de la venta a ella hubiese ingresado, pues no son circunstancias como esas las que permiten establecer que se trata de una compensación, el dinero de que se trata.
2.6 En consecuencia, se revocará la decisión del juez de primera instancia que incluyó como activo social, la suma de que se trata y en su lugar, se negará su inclusión.  

3. Tampoco está de acuerdo la demandada con la decisión del juzgado que omitió incluir como pasivo la suma de $20.000.000, valor que dice pagó por una hipoteca que gravaba el bien inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-85946 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

3.1 Al proceso se incorporaron los siguientes documentos:

3.1.1 Copia de la escritura pública No. 3477 del 6 de julio de 2010, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, por medio de la cual la gerente del Banco Davivienda, sucursal de Pereira, absorbente de la Corporación de Ahorro y Vivienda Concasa, canceló la hipoteca que afectaba el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-85946 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira
.

3.1.2 Copia del certificado de tradición de ese inmueble, del que se infiere que ese gravamen hipotecario se constituyó por escritura pública No. 1044 del 9 de abril de 1996, por el señor Luis Mario Villa Cardona, a favor de la Corporación Cafetera de Ahorro y Vivienda Concasa, en cuantía indeterminada y se canceló el 6 de julio de 2010, por medio de la escritura pública que se acaba de relacionar
.

3.2 No obra prueba en el plenario de la que pueda inferirse que la demandada canceló el valor de la hipoteca, por la suma denunciada, ni de que lo hubiese hecho con dineros de su exclusiva propiedad, sin que circunstancias como las alegadas al sustentar el recurso, de ser una mujer de sesenta y cinco años de edad, dedicada al hogar que conformó con el demandante, sin profesión u oficio que le permitiera obtener ingresos o adquirir una pensión, constituyan motivos previstos por el legislador para incluir la suma de que se trata como pasivo social a su favor.
Además, ese pasivo no existía para cuando se disolvió la sociedad conyugal que de acuerdo con los argumentos expuestos en otro aparte de esta providencia, es la situación jurídica que consolida el activo y el pasivo social. 

En efecto, de acuerdo con las pruebas que se acaban de referir, se canceló el vigencia de la sociedad conyugal y como no se demostró que el pago se hubiera realizado con dineros de exclusiva propiedad de la demandada, se presume que lo fueron con los de esa sociedad. Por ende, como lo decidió el funcionario de primera instancia, la objeción de que se trata no estaba llamada a prosperar.

3.3 En consecuencia, y como se comparten los argumentos del funcionario de primera instancia que por esa razón lo excluyó, se confirmará la decisión que se analiza.

4. También está inconforme la señora María Nora Londoño Marín porque no se le reconocieron las mejoras que dice efectuó en el inmueble con matrícula inmobiliaria número 290-65678, por valor de $693.400. 

Además de que la citada señora no especificó en qué consistían tales mejoras, se plantaron sobre un inmueble de la sociedad conyugal, denunciado como tal en los inventarios y avalúos, y por ende, de conformidad con los artículos 713 y siguientes que regulan la accesión como forma de adquirir el dominio, a esa sociedad pertenecen, de manera que no puede tenerse como un pasivo a cargo de esa comunidad y a favor de la objetante, quien de otro lado tampoco alegó que las hubiese plantado con dineros de su exclusiva propiedad y que por ende, deba restituírselos de acuerdo con el numeral 3º del artículo 1781 de la obra citada. Además no está enlistado como pasivo social en el artículo 1796 de la obra de que se trata.

Pero sobre todo, y aunque solo vino a decirlo al sustentar el recurso que ahora se decide, fueron plantadas en el año 2018, cuando ya se había disuelto la sociedad conyugal y por ende nada tienen que ver con ella.
Así las cosas, se confirmará la decisión del juez de primera sede que negó su inclusión.
6. Tampoco está de acuerdo con la decisión de excluir del pasivo, dos créditos, uno por valor de $1.000.000 y otro por $8.000.000,  adquiridos por la demandada a favor de Cooplarosa y del señor Diego Londoño Castañeda.

El juzgado consideró que tales acreencias fueron adquiridas y pagadas en vigencia de la sociedad conyugal, por lo que se presume que la satisfacción de las obligaciones se hizo con dineros sociales, pues no se acreditó que lo hubiera sido con los que hubiese adquirido la demandada a título gratuito.

La impugnante considera que deben ingresar al pasivo de la sociedad porque las destinó a satisfacer sus necesidades domésticas, cuando se encontraba sin empleo, sin ingresos y abandonada por su esposo; además, por ser una mujer sujeto de especial protección constitucional por tener sesenta y cinco años de edad.

De los argumentos que llevaron al juzgado a negar la inclusión del pasivo de que se trata, surge evidente que estimó la satisfacción de esas acreencias en vigencia de la sociedad conyugal; es decir, que no existían para cuando se produjo su disolución; se habían extinguido y no tiene porqué ser incluida en los inventarios y avalúos, con independencia de la edad de la demandada y de su actual capacidad económica.

Se trata, valga agregar, de unas deudas sociales, que se entiende fueron satisfechas con bienes también sociales, pues no se acreditó que lo hubiese sido con dineros de propiedad exclusiva de la recurrente, caso en el cual hubiese dado lugar a una recompensa, pero no fue así como se planteó la denuncia respectiva. 

7. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el auto impugnado, excepto la decisión de incluir como compensación a cargo de la demandada y a favor de la sociedad conyugal, la suma de $35.665.000, producto de la venta del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-85946, que se revocará.

No se condenará en costas al impugnante, porque se encuentra beneficiado con un amparo de pobreza. 


En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   

1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 21 de octubre de 2019, en el proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por el señor Fabio Marín Valencia contra la señora María Nora Londoño de Marín, excepto la decisión de incluir como compensación a cargo de la demandada y a favor de la sociedad conyugal, la suma de $35.665.000, producto de la venta del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-85946, que se REVOCA. En su lugar, se niega su inclusión.
2º Sin costas. 

3º Devuélvase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sala de Casación Civil, sentencia del 7 de abril de 2015, expediente SC3864-2015, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez.


� Derecho Civil, Derecho de Familia, Tomo V, quinta edición, Editorial Temis 1985, páginas 282 y 283


� Folio 3 de las copias enviadas, cuaderno No. 2.


� Ver folios 11 a 14 de las copias de ese proceso


� Folios 89 a 91 de las copias enviadas.


� Folios 53 a 61 de las copias enviadas.


� Folios 7 a 8 de las copias enviadas.


� Folios 97 y 98 del cuaderno de copias


� Folios 99 a 101, de las copias enviadas
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